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Los Actos de Comercio.

1.- Antecedentes generales:


El estudio del Derecho Comercial y su desarrollo histórico nos ha llevado a considerar dos etapas principales: Una en la que el eje del Derecho Comercial es la clase Comerciante quienes agrupados en gremios y corporaciones eran regidos por este Derecho cuya creación tenía su base en los usos y costumbres que existían en la realización de sus actividades habituales, la exclusión de aplicación del Derecho Comercial a quien no tuviera el carácter de comerciante tuvo su fin con la revolución francesa, donde se suprimen los gremios y corporaciones decretándose la libertad de comercio, con la cual se dio inicio a una segunda etapa caracterizada por la aplicación uniforme a todas las personas, facultándolas para realizar actividades que tuvieran carácter comercial sin que necesariamente fueran comerciantes.


Gran relevancia tuvo al respecto la creación del Código de Comercio Francés de 1807, en el cual se determina la mercantilidad bajo un criterio objetivo, en atención a los actos y no a la persona. Permitiendo por lo tanto, ejercer el comercio a todos por igual. Cabe recordar que la doctrina francesa, como también la española, han tenido una importancia decisiva en la generación de nuestros cuerpos normativos, y el Código de Comercio no es la excepción.

A través de los Actos de Comercio, podremos vislumbrar el ámbito de aplicación del Derecho Comercial. Bajo el prisma de los sistemas subjetivo, intermedio y objetivo, estudiados con anterioridad en este curso, podemos sostener que –según lo dispuesto por Gonzalo Baeza Ovalle- los actos de comercio, como limitantes del ámbito de aplicación del Derecho Comercial, constituyen un fuerte llamado a la tendencia objetiva de mercantilización en función de los actos y contratos, lo que significa que la comercialización se da en función del objeto (actividades realizadas por el comerciante) y no por la persona del comerciante


2.- Definición de acto de comercio y elementos de la mercantilidad:

2.1. Definición de Acto de Comercio.



La Doctrina ha intentado –infructíferamente- poder entregar una definición que incluya todos los actos de comercio. Para Gonzalo Baeza Ovalle, han fracasado porque han pretendido que sus logros tengan validez universal, no considerando que los actos de comercio pertenecen a una “categoría legislativa”, por lo que deben ser analizados y determinados sus alcances con relación a cada derecho positivo, cuyas disposiciones pueden estar condicionadas a las necesidades pragmáticas económicas de una sociedad en un periodo de tiempo determinado
. Correspondiendo a las disposiciones legales, por lo tanto,  mantenerse acordes a la realidad de los lugares en los que tienen aplicación, y esto dificulta la uniformidad de una noción al respecto. 

En nuestro ordenamiento jurídico, siguiendo el pensamiento de la doctrina francesa, el Legislador funda la mercantilidad, principalmente, en los actos de comercio y no en el comerciante. Y al igual que en el Código de Comercio Francés de 1807, nuestro Código de Comercio no define lo que debe entenderse por acto de comercio, pues no se puede definir en cuanto los elementos que la componen, sino que enumera los actos que la ley chilena considera mercantiles, como se expresa en el Mensaje del Ejecutivo en el Código de Comercio: “Ha huido del peligro de las definiciones puramente teóricas, y en vez de definir los actos de comercio, los ha descrito prácticamente enumerándolos con el debido orden, precisión y claridad”.


Para efectos de análisis nos remitiremos a la definición señalada por Juan Esteban Puga Vial: “Los actos de comercio son aquellos que de conformidad a la ley son actos de comercio. Nosotros diremos, siguiendo nuestra tesis, que la actividades de comercio son las que la ley dice que son”.
 


De la definición anterior podemos inferir que en el Código de Comercio chileno, la objetividad resulta predominante –más no exclusiva-, y que en el artículo 3 se manifiesta a través de un inventario de actos, contratos y operaciones que han sido consideradas y descritas por el Legislador como “Actos de Comercio”, sin embargo, en ciertos casos podemos encontrar que la subjetividad se encuentra presente en el artículo 3, lo que será objeto de posterior análisis. 

2.2. Elementos de la Mercantilidad.


2.2.1. El lucro tras los actos de comercio.


2.2.2. La intermediación entre productores y consumidores.


2.2.3. La aceleración del proceso productivo.


2.2.4. La noción de Empresa.


Sobre este último punto, se trata de encontrar el fundamento de la teoría objetiva en la noción de Empresa, determinando que el carácter formal de la empresa mercantiliza los actos que de ella se derivan. Autores como Escarra y Rault concuerdan que la Empresa es una noción que resulta útil para determinar el contenido del Derecho Comercial. George Ripert, por su parte, critica esta concepción al decir que a través de ella se vuelve al concepto subjetivo del Derecho Comercial y porque además la empresa no corresponde solamente al ámbito comercial, por cuanto existen las empresas civiles
.


3.- Mecanismos complementarios al sistema objetivo.


3.1. Calificación legal y el rol de la voluntad de las partes.

Al respecto debemos analizar dos posiciones doctrinarias:


3.1.1. El rol de la voluntad de las partes según Ricardo Sandoval López.


Para este autor, el principio de la autonomía de la voluntad (consagrado en el artículo 1545 del Código Civil), en virtud del cual las partes pueden celebrar toda clase de contratos, como también pueden determinar el contenido de sus distintas cláusulas, no tiene intervención alguna en la determinación del carácter mercantil o civil de un acto. Porque aunque los contratantes establezcan de consuno que el acto es mercantil, no se constituirá como tal si no es de aquellos que la ley considera como tales, consecuencialmente podemos afirmar que la mercantilidad de un acto se determina por ley, constituyendo por lo tanto una limitante al principio de la autonomía de la voluntad. Esta limitante se encuentra justificada en la medida que el derecho comercial es un derecho de excepción que contiene disposiciones particulares que regulan materias como la prueba, capacidad, entre otras. Las que por ser de orden público no pueden ser derogadas por la voluntad de las partes, pues eso determinaría que estarían facultados para elegir la legislación aplicable al acto.

3.1.2. El rol de la voluntad de las partes según Gonzalo Baeza Ovalle.


Como contrapartida al postulado de Ricardo Sandoval L., plantea que en todos los sistemas codificados, la voluntad de las personas no exhibe tanta fuerza como para lograr la derogación de la ley, pues si la fuerza obligatoria de la ley se supedita a la voluntad de las partes, la ley pierde toda eficacia. El principio de la autonomía de la voluntad, según este autor, alude a otras facultades.


Si bien en el derecho privado la voluntad de las partes puede primar en muchos aspectos sobre las disposiciones legales –supletorias a esa voluntad-, la razón por la cual se faculta a las personas para eso, es precisamente porque dichas disposiciones legales fueron estructuradas con el fin de operar en caso que las partes nada acuerden.


En derecho comercial las disposiciones legales establecen facultades para que las partes puedan estipular los contratos de la forma que consideren más conveniente para la mejor realización de sus negocios, pero todo lo anterior siempre que no produzcan contravenciones a prohibiciones que la ley haga de forma expresa. En efecto, considerar que por vía contractual las partes puedan convenir que un acto de los que la ley define como comerciales, comprendido en alguno de los numerales del artículo 3, pueda no tener el carácter de comercial, o que por el contrario un acto civil pueda tener el carácter de comercial. Es asumir la existencia de una facultad de la que la autonomía de la voluntad nunca ha sido objeto. La naturaleza de los actos es un problema de derecho, para el cual la voluntad de las partes no desempeña ninguna función, pues el límite natural de la autonomía de la voluntad se encuentra en las bases mismas del ordenamiento jurídico. 

Gonzalo Baeza postula también que la denominación “excepcional” utilizada por Ricardo Sandoval es inadecuada, por cuanto “excepcional” deriva del término “excepción”, el cual corresponde a todo aquello “que se sale de la regla general”, adoptando un carácter accidental respecto de lo ordinario, que es lo que debe entenderse como común. En virtud de lo anterior, atribuir a todas las ramas del Derecho que no forman parte del Derecho Civil el carácter de excepcional nos lleva a concluir que lo común pasa a adoptar la calidad de excepcional, dando lugar a una contradicción inaceptable. Pues si consideramos que en materia comercial la aplicación del Código de Comercio es mucho más frecuente y constante que el pequeño reducto al que queda relegado el Derecho Civil, asumir una postura consecuente nos obligaría asignar al Derecho Civil la calidad de excepcional frente a los derechos especiales que pasarían a ser las regulaciones comunes.

Para este autor el Derecho Comercial tiene un carácter “especial”, entendiendo este vocablo como una cosa o concepto que responde a las condiciones de ser “particular, peculiar, específico y característico”, y cuyo antónimo es el término “general”. Y que en razón de lo establecido en el artículo 2 del Código de Comercio, se reafirma el carácter de especial del Derecho Comercial, lo que no excluye la interpretación por analogía, como si ocurre con la legislación de excepción.


En conclusión, para este autor aludida limitación a al autonomía de la voluntad no es tal, porque en Derecho Comercial este principio tiene plena aplicación, con la excepción común a toda rama del Derecho, y a todo sistema normativo, de todo aquello que no está permitido hacer a nadie, como modificar la ley por la sola voluntad de los contratantes.


3.2. La teoría de lo accesorio.


Principio fundamental del derecho comercial, en virtud del cual se le atribuye carácter mercantil a actos que por su naturaleza no lo son, si ellos están destinados a “complementar accesoriamente” una operación o actividad mercantil. Esta teoría implica una transición entre el criterio subjetivo y el criterio objetivo.


3.3. Los actos mixtos o de doble carácter.


Son aquellos que se realizan entre una parte que reviste el carácter de comerciante y para quien el acto tendrá una naturaleza mercantil, y por otra parte que no es comerciante y para quien el carácter del acto será civil.


3.4. El problema de la mercantilidad de los inmuebles.


La doctrina tradicionalmente ha excluido a los bienes inmuebles de la mercantilidad, aún cuando se haya realizado el acto con ánimo de venderlo. La razón según Gabriel Palma es que el comercio necesita rapidez en sus operaciones y los inmuebles se encuentran sujetos a muchas trabas y formalidades que se oponen a la celeridad de los actos de comercio.


4.- Clasificación de los actos de comercio.


Según Ricardo Sandoval L., Los actos de comercio numerados en el artículo 3 del Código de Comercio, pueden ser agrupados de la siguiente forma:


4.1. Según el lugar en el que se ejecuten:


4.1.1. Actos relativos al comercio terrestre, indicados en los numerales 1 al 12 inclusive, del artículo 3.


4.1.2. Actos relativos al comercio marítimo, señalados en los numerales 13 al 19 del mismo precepto legal.


4.2. Según el criterio de mercantilidad empleado:


4.2.1. Actos para cuya clasificación se atiende a la intención de la persona que los ejecuta, corresponde a los números 1 al 4, del artículo 3.


4.2.2. Actos que se califican de mercantiles por ser ejecutados por una empresa, entre los que encontramos los dispuestos por los numerales 5 a 9 inclusive, y 20, del artículo 3.


4.2.3. Actos que son comerciales siempre, o también denominados actos formales de comercio, en éstos no se toma consideración de la intención con la que las partes los han llevado a cabo, como tampoco del eventual carácter de empresa que pueda tener el comitente. Corresponde a aquellos establecidos en el artículo 3, nº 10.


4.2.4. Actos calificados de mercantiles en atención al criterio de intermediación explicado con anterioridad, corresponde a estos los numerales 11 y 12 del artículo 3.



5.- Análisis de Derecho Comparado: La doctrina francesa.


En atención a la vital importancia que la doctrina francesa tuvo en la creación de la normativa chilena, se analizará la posición de dos autores de gran relevancia:


5.1. Jean Guyenot.


Clasifica los actos de comercio en dos grupos principales:


5.1.1. Actos de comercio objetivos.


Para el análisis, Guyenot se funda en las disposiciones del artículo 632 del Código de Comercio francés, del cual se desprenden dos categorías:

5.1.1.1. Actos de comercio por su naturaleza o finalidad.


Señala que todas las operaciones constitutivas del acto de comercio objetivo son de carácter comercial, sin que tenga relevancia la persona que los realiza, lo determinante será que se de cumplimiento a las condiciones particulares de finalidad contempladas en el artículo 632, sobre comercio terrestre.


5.1.1.2. Actos objetivos en razón de su forma.


En este caso no es relevante si la persona que los lleva a cabo es o no comerciante, a diferencia de los actos de comercio por su naturaleza tampoco es relevante la finalidad con la que se llevan a cabo los actos, pues corresponde a actos que siempre serán de carácter comercial. El autor ejemplifica su planteamiento a través del uso de títulos de crédito como la letra de cambio.


5.1.2. Actos de comercio subjetivos.


El autor los define como todos aquellos actos civiles que adquieren carácter comercial si son realizados por un comerciante en el ejercicio de su profesión y para las necesidades de su comercio.
A estos actos de comercio también se les denomina “actos de comercio por accesoriedad o en virtud de la teoría de la accesoriedad”. Por cuanto sigue el principio jurídico lo accesorio sigue la suerte de lo principal (accessorium sequitur principale), en virtud de este principio, el acto principal extiende su régimen jurídico al que lo accede.

5.2. Lyon-Caen et Renault.


En su postulado no concuerdan con la existencia de independencia entre el Derecho Civil y el Derecho Comercial, más bien la consideran un artificio difícilmente sustentable. Plantean que el Derecho Civil cumple funciones de complemento del Derecho Comercial, por lo que rige todas aquellas materias que éste no considero necesario modificar o regular. Este criterio fue adoptado por la legislación chilena, en virtud del carácter supletorio que se le entrega al Derecho Civil según se desprende de las disposiciones del artículo 2 del Código de Comercio.


Bajo el prisma del análisis anterior correspondería señalar que la normativa comercial (incluido el objeto de nuestro análisis, los actos de comercio), en virtud de su carácter especial, debe ser objeto de interpretación restrictiva. Sin embargo los autores establecen una clasificación que da cabida a la interpretación abierta. Distinguen dos clases de actos de comercio:


5.2.1. Actos de comercio absolutos.


Aquellos que gozan de carácter comercial por sí mismos, sin consideración de la persona que los realiza.


5.2.2. Actos de comercio relativos.


Aquellos reputados comerciales en razón de la profesión de su autor.


Para Gonzalo Baeza O., estos autores pudieron realizar en su planteamiento una dura crítica al sector de la doctrina que postula que la enumeración del artículo 632 del Código de Comercio Francés es de carácter taxativo, si hubiesen sostenido como falencia la inadecuación a la realidad, por cuanto existen variados actos de comercio no contemplados en los numerales de dicho precepto. Esta crítica no ha podido ser superada por los sostenedores de la tesis de la taxatividad.


6.- Importancia de determinar el carácter civil o mercantil de un acto.

La importancia de dicha calificación dice relación con diversos motivos:

6.1. La legislación de fondo aplicable.


Según la naturaleza del acto jurídico, quedará sujeto a un régimen normativo que regulara materias como forma, contenido, prueba, que podrá ser el Derecho Civil o el Derecho Comercial –determinando la aplicación de su respectivo cuerpo normativo-. La importancia radica en que en ambas ramas del Derecho existen instituciones jurídicas diferentes, principios generales diversos, o bien reglas distintas para un mismo acto o contrato.
O puede suceder también que las disposiciones legales de ambos cuerpos sean contradictorias, por lo que debe determinarse claramente la naturaleza del acto pues en razón de esto se aplicará la correspondiente legislación. Aún cuando cabe mencionar que existen algunos contratos que, aun cuando revisten de naturaleza mercantil, no están reglamentados en el Código de Comercio, sino en el Código Civil, como es el caso del arrendamiento comercial.

6.2. Para los efectos probatorios.


Las reglas jurídicas que prueban la existencia y efectos de un acto, dependerán de la naturaleza jurídica con la que éste cuente. Al respecto el Código de Comercio contiene reglas especiales para acreditar la existencia de los actos de comercio. Por ejemplo en relación a los actos de comercio, no opera la limitante a la admisibilidad de la prueba testimonial para aquellos contratos que son por cuantías superiores a tres U.T.M. y que no han sido realizados por escrito, como ocurre en materia civil según lo dispuesto por los artículos 1708 y 1709 del Código Civil, en materia comercial la prueba testimonial es admisible cualquiera sea la cantidad que importe la obligación que se trate de probar, con la excepción de los casos en que no se dio cumplimiento al requerimiento de escritura pública.


Otra disposición que refleja la diferente regulación de ambos cuerpos normativos, es la establecida por el artículo 129 del Código de Comercio, en la cual excepcionalmente se admite la prueba testimonial aun cuando altere o adicione el contenido de las escrituras públicas.


Otra diferencia está en que los libros de contabilidad de los comerciantes no están reconocidos como medios probatorios en matera civil, pero en materia comercial no sólo se les reconoce valor, sino que además hacen fe a favor de quien los lleva.


6.3. Para los fines profesionales.


La noción de acto de comercio permite definir la idea de comerciante, al respecto el artículo 7 del Código de Comercio señala: “Son comerciantes los que, teniendo capacidad para contratar, hacen del comercio su profesión habitual”. Es decir, personas que ejecutan actos de comercio en sentido profesional.


La determinación de si una persona goza de la calidad de comerciante o no, implicará una serie de consecuencias jurídicas como por ejemplo en el caso de la quiebra. En cuyo caso si se trata de personas que ejercen actividades comerciales, industriales, agrícola o minera, se les aplica regulación más rigurosa en relación a las causales, y a los efectos de ser declarado en quiebra. Y la actividad comercial que el deudor ejerce al momento de contraer la obligación que motiva la quiebra, es acreditada precisamente por la ejecución de actos de comercio. Todo en virtud de las disposiciones de la Ley 18.175.

6.4. Respecto de la capacidad.


El Código de Comercio establece reglas especiales de capacidad para las actividades comerciales, distintas a las normativas que regulan las materias civiles.


6.5. Para los efectos de la Ley de Quiebras.


Al aplicar las disposiciones que regulan la quiebra, se debe determinar con claridad si se trata de una obligación incumplida emanada de un acto de comercio, o de un acto civil. Si se trata de un deudor que ejerce actividad comercial, industrial, agrícola, o minera, puede ser declarado en quiebra si ha cesado en el pago de una obligación mercantil con el solicitante, cuyo título sea ejecutivo. Para la quiebra producto de obligaciones emanadas de actos civiles, las causales son distintas.


6.6. Para fines tributarios.


La importancia de determinar si un acto es mercantil o civil, dice relación con la aplicación del Impuesto al Valor Agregado (IVA)

6.7. Para los efectos de la protección del consumidor. 


El ámbito de aplicación de la Ley 19.496 queda determinado por lo establecido en su artículo 2, el cual establece que quedarán sujetos a sus disposiciones los actos jurídicos que sean de carácter mercantil –según lo dispuesto por el Código de Comercio u otras disposiciones legales- para el proveedor y civil para el consumidor. Cabe mencionar al respecto que su aplicación se limita a los actos de carácter mixto.
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